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Apelación procedente 

del Tribunal de 
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Caguas 

 

Civil Núm.: 
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(Sala 0802) 

 

Sobre: 

Daños y perjuicios, 

impericia médica 

Panel integrado por su presidente, el Juez Ramírez Nazario, el Juez 

Rodríguez Casillas y el Juez Candelaria Rosa. 

 

Candelaria Rosa, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA  

 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016.  

Comparecen los codemandados Dr. Manuel A. Díaz Vargas 

(Dr. Díaz), la Sociedad Legal de Gananciales constituida con su 

esposa y Sindicato de Aseguradores para la Suscripción Conjunta de 

Seguros de Responsabilidad Profesional Médico-Hospitalaria 

(SIMED), como aseguradora del Dr. Díaz (en conjunto los apelantes) 

y nos solicitan que revoquemos la sentencia de 22 de septiembre de 

2015 y notificada el 1 de octubre de 2015, emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala Superior de Caguas. Por medio del referido 

dictamen, el referido foro estimó la demanda de daños y perjuicios por 

impericia médica que presentó el Sr. Víctor Meléndez Hernández 

(apelado). En consecuencia, condenó a los apelantes al pago de 

$125,000.00 en concepto de daños y $3,000.00 por concepto de 
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honorarios de abogado. Evaluado el recurso, confirmamos la sentencia 

apelada 

El 14 de agosto de 2008, el apelado presentó una demanda en la 

que reclamó por los daños y perjuicios que alegó surgieron por la 

impericia médica del Dr. Díaz al atender los problemas que se 

suscitaron luego de la corrección de una hernia en el área abdominal a 

la que fue sometido el apelado. En su demanda, este alegó que el Dr. 

Díaz le indicó que se había removido completamente una malla 

colocada en la pared abdominal durante una intervención anterior, a 

pesar de lo cual continuó sufriendo dolores y fiebre alta, a la vez que 

supuraba sangre y agua por la herida, por lo que acudió nuevamente al 

hospital, donde el Dr. Díaz solo le recetó antibióticos. Añadió que a 

finales de abril de 2006 la herida no había cerrado y continuaba 

supurando por lo que acudió a la oficina del Dr. Díaz, quien le colocó 

una bolsa de colostomía para colectar el líquido que expulsaba la 

herida y ordenó realizar varios estudios junto al suplido de 

antibióticos. 

El 1 de mayo de 2006, el apelado consultó con el Dr. Díaz los 

resultados de los estudios realizados, que arrojaron la presencia de una 

fístula enterocutánea. Ante ello, el apelado sostuvo que el Dr. Díaz 

ordenó su hospitalización y le indicó que si realizaba alimentación 

parenteral, nada de alimentación por boca y antibióticos, la fístula 

debía cerrar en unas semanas. Sin embargo, el apelado sostuvo que 

dicho tratamiento empeoró su condición pues se desarrollaron fístulas 

adicionales que requirieron de bolsas de colostomía adicionales que 

debía der vaciadas tres veces al día. Adujo que, debido a que su 

condición no mejoraba, el Dr. Díaz le indicó de la existencia de un 
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tratamiento experimental de curación conocido como vacuum assisted 

closure (VAC) para acelerar su sanación. El 27 de junio de 2006, el 

apelado fue dado de alta. 

En la demanda se indicó que el apelado realizó varias visitas 

posteriores a la oficina del Dr. Díaz. Se alegó, que en estas visitas fue 

sometido a tratamientos con nitrato de plata para cauterizar la herida, 

sin resultados positivos, ya que la herida continuaba abierta. Además 

planteó que al permanecer la herida abierta continuó visitando la 

oficina del Dr. Díaz, quien le indicó que se trataba de un punto suelto 

que se eliminaría de forma natural y que mantuviera el área limpia. 

Surge de la demanda que, transcurridos alrededor de dos años, y 

debido a que las indicaciones del Dr. Díaz no surtían efectos, acudió 

al consultorio del Dr. Virgilio Brunet. Dicho galeno le señaló al 

apelado que debía realizar una cirugía exploratoria para descartar 

cualquier otro tipo de diagnóstico y eliminar el foco de infección. El 

17 de marzo de 2008, el apelado fue operado por el Dr. Brunet y 

encontró que aún había un pedazo de malla adherida a la pared 

abdominal que tuvo que ser removida para poder reparar la fístula que 

conectaba al intestino delgado. 

El 20 de noviembre de 2008, los apelantes presentaron su 

contestación a la demanda. En síntesis, negaron específicamente la 

negligencia imputada al Dr. Díaz, tal y como surge de la demanda 

instada en su contra. Alegaron que el Dr. Díaz operó al apelado con el 

propósito de reparar una hernia abdominal ocasionada por una cirugía 

previa realizada por otro médico en la que se utilizó una malla 

sintética. Agregaron que para corregir la hernia el Dr. Díaz removió 

parte del intestino delgado y la malla. Además, destacaron que el 
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apelado brindó su consentimiento para la cirugía el 27 de febrero de 

2006, donde se le comunicó algunas complicaciones como sangrado, 

infección, recurrencia, fístulas y hasta la muerte. 

También indicaron que luego del mes de abril el Dr. Díaz 

examinó al apelado por un absceso que había desarrollado en la herida 

y luego de drenarla lo envió a casa con antibióticos. Los apelantes 

señalaron que, durante una evaluación realizada el 20 de abril de 2006 

por el Dr. Díaz, la herida estaba totalmente cicatrizada. El 1 de mayo 

de 2006, el Dr. Díaz reevaluó al apelado pues estaba drenando 

material oscuro hacia la bolsa colectora, por lo que ordenó ciertos 

estudios que lo llevaron a diagnosticar una fístula enterocutánea, por 

lo que ordenó su hospitalización. 

Los apelantes, alegaron que durante la hospitalización la 

condición del apelado mejoró satisfactoriamente y que éste se mostró 

complacido con el tratamiento. Asimismo, identificaron el tratamiento 

conocido como VAC como uno innovador y no como uno de carácter 

experimental, el cual se le ofreció al apelado para acelerar la 

cicatrización y que el uso de ello aceleró significativamente la 

recuperación del paciente. Indicaron que en las visitas del 29 de 

septiembre de 2006, 13 de octubre de 2006 y 10 de septiembre de 

2007, el apelado le manifestó al Dr. Díaz sentirse bien y que no había 

tenido problemas. Finalmente, levantaron varias defensas afirmativas, 

entre estas que el tratamiento brindado al apelado cumplió con los 

requisitos exigidos dentro de la buena práctica de la medicina y que 

los daños alegados en la demanda no eran razonablemente previsibles. 

Luego de varios incidentes procesales, el juicio se celebró los 

días 16 y 20 de septiembre de 2013 y los días 5 y 6 de noviembre del 
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mismo año. Surge del Informe de Conferencia con Antelación al 

Juicio, que las partes estipularon como prueba documental la 

transcripción de la deposición del Dr. Virgilio Brunet y del Dr. Rafael 

Ramírez Weiser. Asimismo, se anunciaron como testigos de la parte 

apelada al propio apelado, al del Dr. Brunet, como perito de 

ocurrencia, y al Dr. Luis R. Soltero Harrington, como perito de dicha 

parte. Como testigos de los apelantes se anunció al Dr. Díaz, al Dr. 

Ramírez y como perito de dicha parte al Dr. José A. Silva Ayala. 

Finalmente, aunque no surge del referido informe, del expediente ante 

nuestra consideración se desprende que la deposición del Dr. Javier E. 

Serrano fue admitido en evidencia. 

El 22 de septiembre de 2012, el Tribunal de Primera Instancia 

emitió la sentencia objeto del presente recurso. Como parte de sus 

determinaciones de hechos del foro de instancia destacan las 

siguientes:  

 El 29 de marzo de 2006, el demandante fue intervenido 

quirúrgicamente por el Dr. Díaz en el Hospital HIMA San 

Pablo de Bayamón, para la corrección de la hernia. […] El Dr. 

Díaz encontró una porción de la malla firmemente pegada al 

intestino, adherido al saco herniario, por lo que extrajo un 

pequeño segmento del intestino delgado y parte de la malla de 

prolene que le hubiera sido colocada anteriormente. 

 La resección del intestino no fue uno de los riesgos que el Dr. 

Díaz le informó al demandante como parte del consentimiento 

para la cirugía. 

 Durante el proceso de recuperación, el Dr. Díaz le indicó al 

demandante que sustrajo toda la malla de prolene […]. 

 El conocimiento médico indica que una fistula enterocutánea 

inmediata puede producirse porque un punto de la malla que se 

fija a las fascia cede y se pega al intestino, porque haya un 

problema con anastomosis o porque al liberar adherencias el 

cirujano lacera el intestino (enterotomía). 

 El conocimiento médico indica que si el cirujano lacera el 

intestino con una sutura inadvertidamente se crea un problema 

serio de complicaciones.  

 Debido a que la fístula no cerraba por sí sola, el Dr. Díaz 

ordenó un tratamiento de succión cerrado (“vacuum assisted 

closure” o “VAC”). El VAC se utilizaba para agilizar el cierre 

de úlceras, sin embargo, durante el juicio no se demostró que 
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el mismo estuviera aprobado para uso en fístulas ni existe una 

hoja de consentimiento informado firmada por el demandante. 

 El Dr. Díaz declaró que no propuso otro tratamiento que no 

fuera que la fístula cerrara sola. 

 El Dr. Díaz le indicó al demandante que no quería intervenir 

porque no quería lastimar el intestino. 

 La fístula nunca cerró por completo, ya que continuaba 

supurando de manera intermitente, lo cual agravó sus 

angustias.  

 El tratamiento recomendado si una fístula continua supurando 

líquido, es que el paciente debe ser hospitalizado. Si no 

funciona el tratamiento conservador, el paciente debe ser 

operado para reparar la fístula. 

 Del expediente médico del demandante con el Dr. Díaz y los 

testimonios vertidos durante el juicio, no surge que dicho 

galeno le haya recomendado al demandante una nueva 

hospitalización u operación. 

 El Dr. Brunet identificó que en el área de la cirugía persistía un 

orificio por donde estaba teniendo secreciones intermitentes 

que le causaban molestia al demandante y que no habían 

podido ser resueltas por el Dr. Díaz. 

 […] Del informe de la operación, surge que el Dr. Brunet 

removió una fístula intestinal y una malla sintética, realizó lisis 

de adherencias y reparó una hernia ventral localizada en el […] 

abdomen del demandante.  

 El demandante presentaba una fístula y granuloma con 

infección crónica al tener acceso al material intestinal. 

 El Dr. Ramírez Weiser, patólogo, firmó electrónicamente el 

reporte de patología de la operación realizada por el Dr. 

Brunet. La evaluación microscópica realizada por el Dr. 

Ramírez, fue de una laminilla preparada por el Dr. Javier 

Serrano, patólogo que estuvo a cargo de evaluar el espécimen 

de manera macroscópica y preparó la laminilla. El Dr. Ramírez 

indicó en su deposición, que a veces se puede identificar una 

fístula en el corte que se toma del espécimen remitido a 

patología y a veces no se puede. El Dr. Serrano también 

declaró que no siempre se puede identificar un tracto fistuloso 

en la evaluación macroscópica del espécimen.  

 El Dr. Díaz Vargas, no percatándose de la presencia del cuerpo 

extraño, trató la fístula de la forma conservadora. Sin embargo, 

es de conocimiento que de perpetuarse la fístula, sin haber una 

obstrucción demostrable, por unas tres a cuatro semanas, tiene 

que existir una causa, por lo que es mandatorio explorar el área 

fistulosa para encontrar la causa. En el caso específico del 

demandante, la causa fue encontrada cuando el Dr. Brunet le 

practicó una exploratoria y encontró un pedazo de malla 

plástica que causaba la infección, procediendo a remover la 

misma. 

 

Ante las determinaciones de hechos efectuadas y luego de 

evaluar y aquilatar la prueba y tomando en consideración el estado de 

derecho aplicable, el Tribunal de Primera Instancia concluyó que los 
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daños que sufrió el apelado al sufrir intensos dolores, sufrimientos y 

angustias surgieron de los actos u omisiones de los apelantes. Además 

indicó que “[n]o surge de los expedientes médicos admitidos en 

evidencia, que el Dr. Díaz le hubiera mencionado al demandante que 

el absceso podía evolucionar o complicarse, lo cual a entender de este 

Tribunal constituye negligencia profesional.”
1
 En relación con su 

examen de la prueba, el Tribunal de Primera Instancia declaró con 

lugar la demanda y condenó a los apelantes el pago de $125,000.00, 

por concepto de daños y perjuicios, con la imposición de costas, 

gastos y $3,000.00 de honorarios de abogado. 

Insatisfechos con la determinación del Tribunal de Primera 

Instancia, los apelantes acuden ante este foro y formulan los 

siguientes señalamientos de error: 

Erró el Tribunal de Primera Instancia en la apreciación de la 

prueba. 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al aquilatar la prueba 

pericial. 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al no considerar la 

totalidad de los testimonios de los patólogos Drs. Serrano y 

Ramírez Weiser. 

Erró el Tribunal de Primera Instancia en la evaluación y 

valoración de los daños. 

Erró el Tribunal de Primera Instancia al imponer honorarios de 

abogados sin mediar temeridad.   

 

En primer lugar, la parte apelante cuestiona la apreciación, 

valoración y manejo de la prueba que le fue presentada al tribunal, en 

particular de la prueba pericial. Al respecto, la norma vigente 

establece que ante la ausencia de circunstancias extraordinarias, o 

indicios de pasión, prejuicio, parcialidad o error manifiesto, la 

apreciación de la prueba realizada por el Tribunal de Primera 

Instancia merece deferencia y respeto por parte del Tribunal de 

                                                 
1
 Véase apéndice del recurso, pág. 8. 
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Apelaciones. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 DPR 750 (2013); 

Trinidad v. Chade, 153 DPR 280 (2001). En tal sentido, este Tribunal 

queda obligado a prestar la debida consideración a la apreciación de 

los hechos y  la prueba efectuada por el juzgador, por ser el foro más 

idóneo para llevar a cabo dicha función. McConnell v. Palau, 161 

DPR 734 (2004). Ello incluso cuando, según nuestro criterio, 

hubiéramos emitido un juicio disímil con la misma prueba. Arguello v. 

Arguello, 155 DPR 62 (2001). 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que la 

adjudicación de credibilidad de un testimonio vertido ante el tribunal 

de primera instancia “es merecedora de gran deferencia por parte del 

tribunal apelativo por cuanto es ese juzgador quien está en mejor 

posición para aquilatar la prueba testifical desfilada ya que él fue 

quien oyó y vio declarar a los testigos”. Pueblo v. Bonilla Romero, 

120 DPR 92, 111 (1987). Es decir, sólo el juez de primera instancia 

tiene la oportunidad de ver al testigo declarar, escuchar su testimonio 

vivo y evaluar su comportamiento. Sepúlveda v. Depto. de Salud, 145 

DPR 560 (1998). De igual manera, la Regla 110 de Evidencia dispone 

que un testigo que merezca entero crédito al foro de instancia es 

prueba suficiente de cualquier hecho. 32 LPRA Ap. VI, R. 110. Véase 

además, Pueblo v. Rodríguez Román, 128 DPR 121 (1991). 

Desde luego, cuando del examen de la prueba se desprende que 

el juzgador descartó injustificadamente elementos probatorios 

importantes o fundó su criterio en testimonios improbables o 

imposibles, se ha justificado la intervención del tribunal apelativo con 

la apreciación de la prueba realizada por el tribunal sentenciador. C. 

Brewer P.R., Inc. v. Rodríguez, 100 DPR 826 (1972); Pueblo v. 
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Luciano Arroyo, 83 DPR 573 (1961). Por ello, una apreciación 

errónea de la prueba no tiene credenciales de inmunidad frente a la 

función revisora de un tribunal apelativo. Rivera Pérez v. Cruz 

Corchado, 119 DPR 8 (1987).   

En ese sentido, la Regla 105 de Evidencia establece, entre otras 

cosas, que al evaluar la exclusión de algún tipo de prueba, el foro 

apelativo debe determinar si dicha exclusión fue un factor decisivo o 

sustancial en la sentencia objeto de revisión. 32 LPRA Ap. VI, R. 105. 

Sobre este asunto, el Tribunal Supremo de Puerto Rico dispuso que un 

tribunal revisor debe realizar un examen de probabilidades y concluir 

si, de haberse admitido la evidencia, el resultado hubiera sido distinto. 

F.D.I.C. v. Caribbean Mktg. Ins. Agency, 123 DPR 247 (1989). Según 

Chiesa Aponte, si se trata de error de exclusión de evidencia, el 

tribunal revisor añade esa evidencia y se pregunta si al añadirse esta 

evidencia es probable que se hubiera llegado al mismo resultado. 

Chiesa Aponte, Reglas de Evidencia de Puerto Rico, San Juan, Pubs. 

J.T.S., 2009, pág. 87. Es por ello que se ha establecido que un tribunal 

apelativo no puede dejar sin efecto una sentencia cuyas conclusiones 

encuentran apoyo en la prueba desfilada. Sánchez Rodríguez v. López 

Jiménez, 116 DPR 172 (1985).  

 En los casos de impericia médica, en particular, es necesario 

que el promovente de la acción demuestre la ocurrencia de un acto 

médico culposo o negligente, la producción de un daño real y la 

relación causal entre el acto médico y el daño sufrido. Soto Cabral v. 

E.L.A., 138 DPR 298 (1995). De modo que le corresponde al 

demandante probar, mediante preponderancia de la prueba, que las 

acciones negligentes del médico fueron el factor que con mayor 
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probabilidad ocasionó el daño sufrido y establecer el vínculo causal 

requerido por el Art. 1802 del Código Civil, 31 LPRA sec. 5141; 

Castro Ortiz v. Mun. de Carolina, 134 DPR 783 (1993); Pagán Rivera 

v. Mun. de Vega Alta, 127 DPR 538 (1990); Torres Ortiz v. Plá, 123 

DPR 637 (1989); Rodríguez Crespo v. Hernández, 121 DPR 639 

(1988).  

Al evaluar esta prueba, el tribunal debe considerar que en 

nuestro ordenamiento jurídico las normas mínimas de cuidado, 

conocimiento y destrezas que le son requeridas a los profesionales de 

la salud en casos de alegada mala práctica profesional son las de 

brindar a sus pacientes aquella atención que, “a la luz de los modernos 

medios de comunicación y enseñanza, y conforme al estado de 

conocimiento de la ciencia y la práctica prevaleciente de la medicina, 

satisface las exigencias profesionales generalmente reconocidas por la 

propia profesión médica”. López v. Dr. Cañizares, 163 DPR 119, 133 

(2004). En tal sentido, se ha establecido que para establecer un caso 

prima facie de impericia médica se tiene que presentar prueba sobre 

1) las normas mínimas de conocimiento y cuidado médico aplicables a 

los generalistas o a los especialistas, 2) demostrar que el demandado 

incumplió con estas normas en el tratamiento del paciente; y (3) 

demostrar que ésta fue la causa de la lesión sufrida por el paciente. 

Arrieta v. Dr. de la Vega, 165 DPR 568 (2005); Medina Santiago v. 

Vélez, 120 DPR 380 (1988). Esto quiere decir que le corresponde al 

demandante establecer, mediante prueba pericial, cuáles son los 

requisitos de cuidado y conocimiento científico requeridos por la 

profesión en un tratamiento determinado, las normas de conocimiento 

informado y la razón por la cual el médico demandado no cumplió 



 
 

 

KLAN201600140 

 

11 

con las mismas. Rodríguez Crespo v. Hernández, supra. Conforme a 

la norma antes transcrita, el médico solamente responde por los daños 

y perjuicios causados cuando actúa negligentemente, con descuido o 

cuando falta a la pericia profesional que exigen las circunstancias. 

Ríos Ruiz v. Mark, 119 DPR 816 (1987); López v. Dr. Cañizares, 

supra.  

Ahora bien, es norma firmemente establecida en nuestro 

ordenamiento jurídico que al evaluar las determinaciones de hechos 

que un tribunal inferior hiciere sobre causas por impericia médica, 

fundamentadas en la prueba pericial y documental ofrecida, este 

tribunal está en igual posición de evaluarlas y hacer sus propias 

conclusiones. Rodríguez Cancel vs. A.E.E., 116 DPR 443 (1985). Por 

tal razón, podemos adoptar nuestro propio criterio en cuanto al valor 

probatorio de ese tipo de evidencia “y hasta descartarla aunque 

resulte técnicamente correcta”. Dye-Tex P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., 

150 DPR 658, 662-63 (2000).  

Sin embargo, se ha determinado que con relación a la admisión 

o exclusión de prueba pericial, el juez tiene amplia discreción y sus 

determinaciones deben ser sostenidas a menos que sean claramente 

erróneas. S.L.G. Font Bardón v. Mini-Warehouse, 179 DPR 322 

(2010). Así, una vez el juez determina que un testigo está cualificado 

como perito o las partes estipulan su cualificación y se admite su 

testimonio, se puede presentar prueba sobre el valor probatorio del 

testimonio pericial para impugnar o sostener su credibilidad. S.L.G. 

Font Bardón v. Mini-Warehouse, supra. De manera que, al ejercer su 

función de apreciación de la prueba pericial, ningún tribunal está 

obligado a seguir indefectiblemente la opinión, conclusión o 
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determinación de un perito. Zambrana v. Hospital Santo Asilo de 

Damas, 109 DPR 517 (1980); Prieto v. Maryland Casualty Co., 98 

DPR 594 (1970). Ello se debe a que el valor probatorio del testimonio 

pericial depende de varios factores, entre los que se destacan 1) las 

cualificaciones del perito, 2) la solidez de las bases de su testimonio, 

3) la confiabilidad de la ciencia o técnica subyacente y 4) la 

parcialidad del perito. Regla 702 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 

702; Dye-Tex de P.R., Inc. v Royal Insurance Co., 150 DPR 658 

(2000).  

En estos casos, debemos evaluar si la determinación sobre el 

valor probatorio que mereció el testimonio del perito al Tribunal de 

Primera Instancia es cónsona con los parámetros que surgen de la 

Regla 702 de Evidencia, supra.; Zambrana v. Hospital Santo Asilo de 

Damas, 109 DPR 517 (1980). Los foros apelativos se regirán por tales 

criterios a fines de ponderar la admisibilidad y el valor probatorio del 

testimonio experto y el efecto del error, si alguno, conforme lo 

disponen las Reglas 104 y 105 de Evidencia, 32 LPRA, Ap. VI. Véase 

además, R. Emmanuelli Jiménez. La Nueva Regla 702, Un Cambio 

Fundamental en la Presentación de Prueba Pericial, 44 Rev. Jur. U. 

Inter. P.R. 341, a la pág. 349 (2010).  

Por otra parte, los apelantes cuestionaron la valoración y 

adjudicación de los daños que le fueron compensados al apelado.  

Sobre este particular, se ha determinado que la tarea judicial de 

estimar y valorar los daños resulta difícil y angustiosa, debido a que 

no existe un sistema de computación que permita llegar a un resultado 

exacto en relación con el cual todas las partes queden satisfechas y 

complacidas. Precisamente por la dificultad que entraña esta gestión, 
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existe una norma de moderación judicial de parte de los foros 

apelativos fundada en los criterios de estabilidad y deferencia a los 

tribunales de primera instancia. Vázquez Figueroa v. E.L.A., 172 DPR 

150 (2007). En razón de ella, se ha señalado que le “corresponde al 

juzgador, en su sano juicio, experiencia y discreción, la valoración 

justa y necesaria para compensar los daños y perjuicios sufridos.” 

Sagardía de Jesús v. Hosp. Aux. Mutuo, 177 DPR 484, 509 (2009).  

Así pues, nuestro Tribunal Supremo ha establecido que el criterio 

rector al momento de revisar las cuantías concedidas en los casos de 

daños y perjuicios es que los tribunales apelativos debemos guardar 

deferencia a las valoraciones de daños que haga el foro de primera 

instancia, por ser quien tiene el contacto directo con la prueba 

testifical y quien está en mejor posición para emitir un juicio. 

Rodríguez v. Hospital, 186 DPR 889 (2012). De tal forma, sólo 

tenemos facultad de modificarlas en aquellas instancias en que sean 

ridículamente bajas o exageradamente altas. Herrera v. Ramírez, 179 

DPR 774 (2010). Al momento de determinar si las cuantías 

concedidas por el foro de instancia advienen “ridículamente bajas o 

exageradamente altas”, además de evaluar la prueba que desfiló ante 

el TPI, estamos obligados a revisar las concesiones de daños en casos 

anteriores similares. Herrera v. Ramírez, supra.  

No obstante, cuando una parte solicite la modificación de la 

indemnización concedida por el foro de instancia, deberá demostrar 

que en efecto existen circunstancias que así lo justifican. Albino v. 

Ángel Martínez, Inc., 171 DPR 457 (2007). Asimismo, “la mera 

alegación sobre la improcedencia de las compensaciones concedidas 

es insuficiente para que los foros apelativos las modifiquen”, por lo 
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que “sólo cuando se nos acredite que la cuantificación de los daños es 

irrazonable procederemos a revisarla; de lo contrario, reiteramos la 

norma de abstención judicial para intervenir con la apreciación de la 

prueba que hizo el foro de instancia en ausencia de pasión, prejuicio, 

error manifiesto o parcialidad.” Id., en la pág. 487.  

La parte apelante cuestionó también la adjudicación de 

honorarios de abogado por temeridad, que realizó el tribunal 

sentenciador. La concesión de dicha partida surge de la Regla 44.1 de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 44.1, la cual permite la 

imposición de esta cuando las partes o sus abogados proceden con 

temeridad o frivolidad. Si bien es cierto que la mencionada Regla no 

define en qué consiste una conducta temeraria, la jurisprudencia la ha 

descrito como aquella conducta que hace necesario un pleito que se 

pudo evitar, que lo prolongue innecesariamente o que obliga que la 

otra parte incurra en gestiones evitables. Marrero Rosado v. Marrero 

Rosado, 178 DPR 476 (2010). De igual forma, se ha indicado que el 

propósito de la imposición de honorarios por temeridad es penalizar a 

la parte que por su terquedad, obstinación, contumacia e insistencia en 

una actitud desprovista de fundamentos, obliga a la otra parte, 

innecesariamente, a asumir las molestias, gastos, trabajo e 

inconvenientes de un pleito. C.O.P.R. v. S.P.U., 181 DPR 299 (2011). 

Así, por ejemplo puede incurrirse en conducta temeraria cuando en la 

contestación a la demanda se niegue responsabilidad, pero esta se 

acepte posteriormente; cuando la parte demandada se defienda 

injustificadamente de la acción en su contra; cuando la parte 

demandada crea que la cantidad reclamada es exagerada y esa sea la 

única razón para oponerse a los reclamos del demandante; cuando el 
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demandado se arriesgue a litigar un caso del que surja claramente su 

responsabilidad; y cuando una parte niegue la certeza de un hecho, a 

pesar de constarle su veracidad.  O.E.G. v. Román González, 159 DPR 

401 (2003).  

 Igualmente los apelantes cuestionan la apreciación de la prueba 

que realizó el Tribunal de Primera Instancia y, por tanto, deben poner 

a este foro apelativo en posición para llevar a cabo dicha evaluación. 

Para realizar dicha encomienda, la transcripción de la prueba es una 

de las herramientas más importantes que tiene un foro apelativo para 

pasar juicio sobre la apreciación que de la misma hace el foro apelado. 

Véase Regla 76 y 76.1 del Reglamento de este Tribunal, 4 LPRA Ap. 

XXII-B R. 76 y 76.1. Cuando una parte haya señalado algún error 

relacionado con la suficiencia de la prueba testifical o con la 

apreciación errónea de ésta por el tribunal apelado, deberá cumplir 

con los requisitos y normas procesales establecidas en la Regla 29(A) 

de nuestro Reglamento, 4 LPRA Ap. XXII-B R. 29, a los fines de 

someterle al tribunal una transcripción o una exposición estipulada o 

narrativa de la prueba oral. Sin duda, la Regla 29 es la herramienta 

más útil que tiene el foro apelativo para concretar una evaluación in 

extenso y atinada de la apreciación de la prueba efectuada por un foro 

sentenciador.  

De manera que, al tomar en consideración la normativa 

establecida sobre la deferencia que merece la apreciación de prueba de 

un foro de instancia y ante la ausencia de una transcripción o 

exposición narrativa de la prueba estipulada, no habremos de 

intervenir con la apreciación que realizó el foro de instancia. Ahora 

bien, en cuanto a la prueba pericial sí estamos en condiciones de 
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evaluar si se cumplieron con los requisitos para probar una causa de 

acción por impericia médica.  

En ese sentido, contamos con la Evaluación Pericial que realizó 

el 20 de abril de 2009, el Dr. Luis R. Soltero Harrington perito del 

apelado.  Del referido informe destaca lo siguiente:  

[…] desgraciadamente el Dr. Díaz Vargas no inspeccionó la 

herida quirúrgica adecuadamente, no removiendo parte de la 

malla plástica adicional presente. 

La presencia del cuerpo extraño causó un proceso inflamatorio 

supurativo que en contacto con el intestino reparado contiguo 

causó una apertura del intestino que por necesidad produjo una 

fístula enterocutánea. 

El Dr. Díaz Vargas, no percatándose de la presencia de un 

cuerpo extraño, trato la fístula de la forma usual, de acuerdo 

con las normas establecidas.  Es de conocimiento que no 

habiendo obstrucción del tracto digestivo el tratamiento que se 

estableció debió corregir el problema.  Es de conocimiento 

también que de perpetuarse la fístula, sin haber una 

obstrucción demostrable, por unas 3-4 semanas, tiene que 

existir una causa, por lo que es mandatorio explorar el área 

fistulosa para encontrar la causa. Ee (sic) especifico la causa 

fue encontrada cuando el Dr. Brunet le práctico una 

exploratoria indicada al paciente, encontró el pedazo causante 

de la malla plástica, y resolvió el problema. 

El no explorar correctamente la herida quirúrgica y de no 

proceder a explorar el paciente por dos meses interminables es 

causa obvia de impericia médica y mala práctica contra el Dr. 

Díaz Vargas. 
 

Véase apéndice del recurso, pág. 1587. 

 

Ciertamente, la prueba pericial presentada por el apelado 

demostró los requisitos probatorios que se exigen una causa de acción 

por impericia médica. Es decir, se estableció la norma mínima de 

cuidado requerido, en este caso realizar una exploración en el área que 

presenta una fístula activa por más de 3 a 4 semanas. Se probó que el 

Dr. Díaz no realizó dicha exploración del área y que si lo hubiese 

hecho, como lo realizó el Dr. Brunet, hubiese encontrado que aun 

permanecía parte de la malla causando irritación en el área, lo cual 

presumiblemente hubiese aliviado el problema del apelado desde el 

mucho antes, evitándole dolores adicionales.  Ante ello, no vemos un 
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manejo inadecuado del Tribunal de Primera Instancia en la prueba 

pericial y la adjudicación de su valor probatorio está dentro de los 

parámetros de la Regla 702 de Evidencia, supra, por lo que 

entendemos que no se cometió el error señalado.  

En cuanto a la alegada admisibilidad parcial de los testimonios 

del Dr. Rafael Ramírez Weiser y el Dr. Javier E. Serrano, entendemos 

que no erró el tribunal, pero aun de considerase como error, no 

hubiese sido un factor decisivo o sustancial que cambie la decisión 

emitida. Por el contrario, al evaluar las deposiciones de ambos galenos 

no encontramos que estas sean incompatibles con la determinación del 

foro de instancia. Sin bien es cierto, que ambos patólogos señalaron 

que el espécimen removido al apelado por el Dr. Brunet y que les fue 

enviado para su evaluación no mencionaba una fístula, tampoco 

podían descartar su existencia por completo. Incluso, ambos 

concluyeron que existía tejido que reflejaba inflamación severa, lo 

cual resulta compatible con los síntomas que sufrió el apelado. Por lo 

tanto no se cometió el error señalado.  

Finalmente, en cuanto a la cuantía que le fue adjudicada al 

apelado como indemnización de los daños y perjuicios sufridos no nos 

parece irrazonable. Por lo tanto, ante la deferencia que nos merece 

dicha determinación, así como en ausencia de prueba contraria que 

nos mueva en una dirección distinta, no intervendremos en la 

adjudicación de dicha partida por parte del foro de instancia. De igual 

manera, no habremos de intervenir con la concesión de honorarios de 

abogado por temeridad que realizó el Tribunal de Primera Instancia, 

por no existir argumentos que la desvaloren, en situación de haber 

dicho foro estado en control del caso antes, durante y luego del juicio.  
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Ante ello, determinamos que no se cometieron los últimos dos 

señalamientos de error esbozados por los apelantes.  

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la Sentencia 

objeto del presente recurso de apelación.  

Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 

 

 

 

 

Lcda. Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


